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DICTAMEN (CONSULTA 4/2022),  20 DE ENERO DE 2023 

 
 

I.- CONSULTA: 

“En este mes de septiembre he leído en diversos medios de comunicación que algunos 
vocales del Consejo General del Poder Judicial habían manifestado cuales eran los 
Magistrados del Tribunal Supremo que habían mostrado “su deseo” de optar a los 
puestos del tribunal de garantías al parecer por haberse postulado y “haber contactado 
con vocales”. Diferentes diarios los reputan candidatos a valorar en la “negociación” en 
curso, al tiempo que indican quiénes son los “negociadores” del sector “progresista” y 
del sector “conservador”. También algunos diarios, al informar de los Curriculum Vitae 
aportados, han escrito que “se habían ofrecido a los progresistas o al presidente del 
Consejo”.  (Todos los entrecomillados proceden de los textos de la prensa). 

El artículo 159 de la Constitución establece que los miembros del Tribunal Constitucional 
serán nombrados entre Magistrados y Fiscales con más de 15 años de ejercicio 
profesional. Y el art. 599.1.1, de la LOPJ ni en su redacción originaria ni en la 
modificación efectuada por la LO 8/2022, de 27 de julio, detonante de la actividad 
descrita en el primer párrafo, prevé convocatoria pública como sí acontece con las 
propuestas para tribunales internacionales. 

No es el caso del procedimiento de selección de candidatos a la lista de posibles jueces 
ad hoc para casos determinados ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(Resolución Secretario de Estado de Justicia de 18 de febrero de 2019) y también del 
Real Decreto 972/2020, de 10 de noviembre, por el que se regula el procedimiento de 
selección para la propuesta de candidaturas por el Reino de España en la designación 
de miembros del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos 

A la vista del dictamen resultante de la consulta 12/19 de 30 de septiembre de 2019 
sobre visita a los Vocales del Consejo General del Poder Judicial por candidatos a un 
nombramiento discrecional a efectuar por el citado órgano no extraigo una respuesta 
para la duda que expondré a continuación 

La pregunta es si no habiendo procedimiento establecido de selección de candidatos 
incide en algún principio de Ética Judicial que un Magistrado o una Magistrada que reúna 
las condiciones del art. 159 de la Constitución pueda realizar una llamada telefónica, o 
una visita a un vocal del Consejo General del Poder Judicial"  negociadores” o no, o a 
todos los vocales, o al Presidente del CGPJ, para manifestar el interés en ser propuesto 
como magistrado del Tribunal Constitucional por el turno que corresponde al CGPJ.” 
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II.- OBJETO DE LA CONSULTA: 

1. Se pide el parecer de la Comisión respecto de la pertinencia, desde el punto de vista 

ético, y al no haber un proceso reglado para la selección de candidatos, de utilizar 

medios directos, llamadas o visitas, a todos o alguno de los vocales del CGPJ, por parte 

de un/a magistrado/a, en orden a ser propuesto como magistrado del Tribunal 

Constitucional por el turno que corresponde al CGPJ. 

2. La consulta afecta fundamentalmente a principios relacionados con la integridad del 

juez. Concretamente, cabe referirse a los siguientes:  

22. La integridad exige que el juez y la jueza observen una conducta que reafirme la 

confianza de los ciudadanos en la Administración de Justicia no solo en el ejercicio de 

la jurisdicción, sino todas aquellas facetas en las que sea reconocible como juez o jueza 

o invoque su condición de tal.  

24. El juez y la jueza en sus relaciones personales con los profesionales vinculados a la 

Administración de Justicia deberán evitar el riesgo de proyectar una apariencia de 

favoritismo. 

29. El juez y la jueza deben ser consciente de que la dignidad de la función jurisdiccional 

exige un comportamiento acorde con la misma. 

31. El juez y la jueza, como ciudadanos, tienen derecho a la libertad de expresión que 

ejercerán con prudencia y moderación con el fin de preservar su independencia y 

apariencia de imparcialidad y mantener la confianza social en el sistema judicial y en los 

órganos jurisdiccionales. 

 

3.- En los principios de Bangalore, podrían afectar al principio de integridad, entendida 

como: atributo de rectitud y probidad. Sus componentes son la honestidad y la moralidad 

judicial.  Y más concretamente, el apartado 3.1 que dispone: Un juez deberá asegurarse 

de que su conducta está por encima de cualquier reproche a los ojos de un observador 

razonable”. 

 

4.- También afecta indirectamente al principio nº 8 de imparcialidad que establece: El 

juez y la jueza que, por su pertenencia a la judicatura, desempeñen cargos públicos 

ejercerán sus competencias y adoptarán sus decisiones con objetividad y, cuando así 

proceda, y en todo caso, en materia de selección, nombramiento y ascenso de 

miembros de la Carrera Judicial, con pleno respeto a los principios de mérito y 

capacidad. 
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III.- ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN 

1.- Para dar respuesta a la consulta ha de partirse de la premisa que la misma indica: 
no existe en la normativa española un trámite reglado para proceder a la designación 
de los miembros del Tribunal Constitucional. Según dispone el Artículo 159 de la LOPJ, 
su nombramiento por el Rey se efectúa mediante la de designación cuatro 
magistradas/os a propuesta del Congreso, cuatro a propuesta del Senado, dos a 
propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

2.-Tampoco impone la norma otro requisito para acceder al Tribunal que el contenido 
en el apartado segundo del mismo precepto, que establece exigencias mínimas de 
aptitud que han de ostentar los elegibles, a saber: que se nombren de entre Magistrados 
y Fiscales, Profesores de Universidad, funcionarios públicos, y Abogados, todos ellos 
juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional. 

3.- Es una situación que no concurre en la propuesta para la designación de otros 
órganos europeos de similar función. Sendos Acuerdos del Consejo de Ministros 
establecieron pautas para la propuesta de candidatos a jueces y abogados generales 
del Tribunal de Justicia y miembros del Tribunal General de la Unión Europea (Acuerdo 
de fecha 16 de enero de 2015), y para la elaboración de una terna de candidatos para 
la elección de Juez titular del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Acuerdo de 
fecha 20 de enero de 2017). 

4.- El Pleno del Consejo General del Poder Judicial de fecha 8 de septiembre de 2022 
acordó establecer las reglas de procedimiento para la designación de los dos 
magistrados del Tribunal Constitucional que le corresponde proponer. En lo que 
concierne al presente dictamen, únicamente dispone que las propuestas de 
candidatos/as las harán los vocales, una vez convocado el Pleno para el nombramiento, 
propuestas que habrán de acompañarse del currículum de los candidatos/as. Nada dice 
sobre la forma de obtención del referido currículum para su valoración. 

5.- No resulta de aplicación al presente el Acuerdo de 25 de febrero de 2010, del Pleno 
del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 1/2010, 
que regula la provisión de plazas de nombramiento discrecional en los órganos 
judiciales, y que, conforme al artículo 1, prevé la publicidad de la convocatoria, las bases 
de la misma y la forma de presentación de solicitudes, ya que, como órgano encargado 
de la interpretación de la Constitución (artículo 1 de la LOTC), el Tribunal Constitucional 
no forma parte del Poder judicial. 

6.- No es una anomalía o algo exótico esa situación comparada con otros órganos 
constitucionales con la misma misión. Tampoco aparece regulada la forma de promover 
candidaturas ante ellos ni consta reglamentación alguna del modo de presentación de 
solicitudes para ser considerado candidato a ocupar el puesto de magistrado del TC, de 
los que han de ser nombrados por el Congreso, el Senado y el Gobierno. Salvo el 
procedimiento seguido en el Senado que ha de contar con la propuesta de los 
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parlamentos autonómicos mediante la presentación de hasta dos candidatos cada uno 
de ellos, candidatos que, a su vez, son elegidos sin procedimiento previo reglado. 

7.- Esta ausencia de regulación ha sido puesta en entredicho por una autorizada 
doctrina. Tras efectuar una crítica del sistema, algún autor ha resaltado la necesidad de 
efectuar convocatorias públicas, transparentes y fácilmente accesibles, para que 
cualquier persona que pudiese reunir los requisitos legales pueda presentarse para así 
evitar fórmulas de mera cooptación por los propios jueces o por las autoridades políticas.  

8.- En este estado de la situación, la legítima expectativa de un magistrado/a que reúna 
los requisitos establecidos legalmente y cuya competencia y probidad para acceder al 
puesto pueda ser sobradamente reconocida, no puede verse frustrada por la ausencia 
de cauce adecuado para poder presentar su candidatura.  La situación no solo afecta a 
los magistrados. Es compartida con fiscales, profesores de Universidad, funcionarios 
públicos y abogados, entre otros, que puedan albergar la misma legítima aspiración. 

9.- El hecho de no existir un modo reglado para presentar candidatura impele a que los 
que en el ejercicio del legítimo derecho de participar en el proceso selectivo, a buscar 
el medio para gozar de la oportunidad de intervenir en el mismo y poder aspirar a ocupar 
una plaza que, legítimamente, y en función de su preparación y méritos, podrían tener 
derecho a ostentar, o al menos, a poder ser considerados elegibles. Esa conducta 
estaría protegida y amparada por el derecho individual a participar en el proceso 
selectivo sin merma de principio ético alguno. 

10.- La percepción pública del proceso de selección puede verse empañada por la 
interpretación, intencionada o no, de que la ausencia de regulación comporta falta de 
transparencia. Ello no puede impedir ni limitar el derecho del magistrado/a de optar a la 
plaza referida al igual que otros profesionales que puedan concurrir. 

11.- Es más, los magistrados/as tienen el deber de intervenir en aquellos ámbitos u 
organismos en los que en concepto de tales participan, prestando un servicio a la 
sociedad y ofreciendo sus conocimientos técnicos para dar cumplimiento al compromiso 
activo que, conforme propugna el principio quinto de los Principios de Ética Judicial, 
asumen en el buen funcionamiento del sistema judicial. 

12.- Ahora bien, si para lograr acceder a los vocales encargados de la selección y 
postularse como candidato/a precisa emplear de algún modo su relación personal o 
profesional con el vocal o con personas de su entorno que pudiesen no sólo facilitar el 
acceso para intervenir en paridad de condiciones en el proceso de selección sino 
además resultar favorecido por dicha circunstancia, su actuación sí que podría 
conculcar el principio de integridad y la corrección a que se refieren los principios de 
Bangalore sobre la conducta judicial (apartado 111): La corrección y la apariencia de 
corrección, tanto profesional como personal, son elementos esenciales de la vida de un 
juez. Lo que más importa no es lo que el juez hace o no hace sino lo que los demás 
piensan que el juez ha hecho o puede hacer. 
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13.- Aunque no esté regulada la forma de envío del currículum profesional para su 
valoración, habría que tener en cuenta el dictamen resultante de la consulta 12/19 de 
30 de septiembre sobre visita a los Vocales del Consejo General del Poder Judicial por 
candidatos a un nombramiento discrecional a efectuar por el citado órgano: 6. La 
práctica de la visita por parte de alguno de los candidatos a los Vocales del Consejo, 
aunque pueda responder en su origen a un detalle de cortesía con la finalidad de darse 
a conocer personalmente, genera suspicacias en la carrera y puede colocar en 
desigualdad de condiciones a quienes llevan a cabo estas visitas y quienes no las 
hacen.   

IV. CONCLUSIÓN 

A la vista de lo anterior, la opinión de la Comisión es la siguiente:  

• El proceso de selección de los magistrados del Tribunal Constitucional no se 

encuentra reglado a diferencia del sistema de designación de los miembros del Tribunal 

Supremo. 

• No conculca ningún principio ético la participación de un magistrado/a en un 

proceso selectivo que carezca de proceso reglado, debiendo utilizar los medios que son 

accesibles para el conjunto de eventuales candidatos de procedencia no judicial a la 

hora de dar a conocer los méritos de la candidatura al órgano encargado de la 

designación. 

• Desde el punto de vista de la dignidad judicial, el magistrado/a deberá tener en 
cuenta que cualquiera que sea la forma de postularse como candidato/a al TC en ningún 
caso debería comprometer los principios de imparcialidad e integridad, en la línea del 
dictamen resultante de la consulta 12/2019, de 30 de septiembre.  

 

 

  


